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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 24 días del mes de setiembre de 2019, la Sala Segunda del 
Tribunal Constitucional, con el voto en mayoría de los magistrados Miranda Canales y 
Ferrero Costa, y el voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera, convocado para 
dirimir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado Sardón de Taboada, 
pronuncia la siguiente sentencia. 

ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Vicente Ferrnín Arroyo 
León contra la sentencia de fojas 344, de fecha 4 de julio de 2016, expedida por la Sala 
Civil Permanente de Huancayo de la Corte Superior de Justicia de Junín que declaró 
improcedente la demanda de autos. 

DENTES 

on fecha 28 de mayo de 2015 el recurrente interpone demanda· de amparo 
c a la Oficina de Normalización Previsional (ONP) con el fin de que se declare nula 
a Resolución 0000000943-2013-0NP/DPR.S/DL 18846, de fecha 26 de abril de 2013, 
y, en consecuencia, expida nueva resolución que incremente su pensión de invalidez por 
enfermedad profesional conforme a la Ley 26790, con la aplicación del artículo 18.2.2 
del Decreto Supremo 003-98-SA, más el pago de los intereses legales y los costos del 
proceso. Manifiesta que al haberse incrementado su incapacidad le corresponde percibir 
no el 50 % sino el 70 % de su remuneración de referencia, esto es, por el monto 
ascendente a S/ 1227.33. 

La emplazada deduce la excepción de cosa juzgada y contesta la demanda 
expresando que el incremento de la incapacidad del demandante, esto es, de 65 % a 
67 % de menoscabo, no puede ser protegido por el proceso de amparo toda vez que no 
se encuentra afectado el contenido esencial del derecho a la pensión del actor. 
Asimismo, agrega que, conforme a la sentencia emitida en el Expediente 02513-2007- 
PA/TC, el incremento no está en función del porcentaje, sino en el grado de 
incapacidad, lo cual no ha podido demostrar el accionante. 
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El Sexto Juzgado Civil de Huancayo, con fecha 1 O de marzo de 2016, declaró 
infundada la excepción de cosa juzgada propuesta por la demandada y declaró saneado 
el proceso. Con fecha 18 de abril de 2016 declaró fundada en parte la demanda por 
considerar que si bien mediante Resolución 0000000943-2013-0NP/DPR.S/DL 18846, 
de fecha 26 de abril de 2013, se otorgó al recurrente pensión de invalidez conforme a la 
Ley 26790, pues había acreditado padecer de la enfermedad profesional de 
neumoconiosis con un 65 % de menoscabo de su capacidad, el actor con el certificado 
médico de fecha 1 O de octubre de 2006 ha acreditado el aumento de su incapacidad en 
un 67 %, por lo que le corresponde gozar del incremento de su pensión de invalidez de 
conformidad con el fundamento 29 de la sentencia emitida en el Expediente 02513- 
2007-PA/TC; e improcedente en el extremo que solicita la nulidad de la Resolución 
943-2013-0NP/DPR.S/DL 18846, de fecha 26 de abril de 2013. 

La Sala superior confirmó la apelada respecto a la excepción de cosa juzgada y, 
revocándola, declaró improcedente la demanda por estimar que, de lo actuado, se 
advierte que el demandante se desempeñó la mayoría de años laborados como 
mensajero, oficinista, auxiliar de contabilidad y cajero, sin poder determinarse si 
durante la relación laboral estuvo expuesto al padecimiento de la enfermedad que 
presenta y la consecuente incapacidad laboral que alega padecer, pues el proceso de 
amparo e · e de etapa probatoria, de conformidad con el artículo 9 del Código 

al Co stitucional. 

1. El recurrente solicita que se reajuste la pensión de invalidez que percibe conforme 
a la Ley 26790, tomando en cuenta para ello sus 12 últimas remuneraciones que 
percibió; y por haberse incrementado el porcentaje de incapacidad de conformidad 
con el artículo 18.2.2 del Decreto Supremo 003-98-SA. 

2. En reiterada jurisprudencia, el Tribunal ha señalado que forma parte del contenido 
constitucionalmente protegido por el derecho fundamental a la pensión las 
disposiciones legales que establecen los requisitos para su obtención. En 
consecuencia, corresponde analizar si el demandante cumple con los presupuestos 
legales que permitirán determinar si tiene derecho a percibir la pensión que 
reclama, pues de ser así se estaría verificando la arbitrariedad en el accionar de la 
entidad demandada. 
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Análisis del Tribunal Constitucional 

" .) . En la sentencia emitida en el Expediente 02513-2007-PA/TC, se ha unificado, 
reiterado y establecido nuevos precedentes relativos a la aplicación del Régimen 
de Protección de Riesgos Profesionales (accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales), incluyendo los supuestos de procedencia del reajuste del monto de 
la renta percibida conforme se acentúa la enfermedad y se incrementa la 
incapacidad laboral. 

4. En el fundamento 14 de la sentencia antes mencionada se reitera que "la fecha en 
que se genera el derecho, es decir, la contingencia debe establecerse desde la 
fecha del dictamen o certificado médico emitido por una Comisión Médica 
~ a t dora o Calificadora de Inca acidades de EsSalud, o del Ministerio de Salud 
d na EPS, ue acredita la existencia de la enfermedad rofesional, dado que el 

ficio deriva justamente del mal que aqueja al demandante, y es a partir de 
icha fecha que se debe abonar la pensión vitalicia del Decreto Ley N.º 18846 o 

pensión de invalidez de la Ley N.º 26790 y sus normas complementarias y 
conexas" e el subrayado es nuestro). 

5. Asimismo, en el fundamento 29 de la referida sentencia, se ha establecido como 
precedente que "procede el reajuste del monto de la pensión vitalicia del Decreto 
Ley 18846 cuando se incremente el grado de incapacidad permanente parcial a 
gran incapacidad, o de incapacidad permanente total a gran incapacidad. 
Asimismo, procede el reajuste del monto de la pensión de invalidez de la Ley 
26790 cuando se incremente el grado de invalidez, de invalidez permanente 
parcial a invalidez permanente total, o de invalidez permanente parcial a gran 
invalidez, o de invalidez permanente total a gran invalidez". 

6. En tal sentido, el artículo 18.2.1 del Decreto Supremo 003-98-SA define la 
invalidez parcial permanente como la disminución de la capacidad para el trabajo 
en una proporción igual o superior al 50 %, pero inferior a los 2/3 (66,66 %), 
razón por la cual corresponde una pensión de invalidez vitalicia mensual 
equivalente al 50 % de la "remuneración mensual". De otro lado, el artículo 
18.2.2 señala que sufre de invalidez total permanente quien queda disminuido en 
su capacidad para el trabajo en forma permanente, en una proporción igual o 
superior al 66.66 %, en cuyo caso la pensión de invalidez vitalicia mensual será 
igual al 70 % de la "remuneración mensual" del asegurado. 
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7. A fojas 9 obra el informe de evaluación médica de incapacidad -D.L-18846, de 
fecha 1 O de octubre de 2006, expedido por la Comisión Médica de Evaluación de 
Incapacidad del Hospital IV de Huancayo-EsSalud-, en el que se indica que el 
actor padece de neumoconiosis con un menoscabo del 67 %. Dicho documento se 
corrobora con la Historia Clínica 147459, obrante a fojas 260 a 277, la cual fuera 
remitida por el coordinador de la OGIP - Red Asistencial Junín mediante Carta 
1578-0GIT-GRAJ-ESSALUD-2015 (f. 258), en cumplimiento del Oficio 1362- 
2015-2015-J-6.JCJ-CSJJU/PJ, de fecha 4 de diciembre de 2015 (f. 259). 

Así, teniendo en cuenta el pronunciamiento médico de fecha 1 O de octubre de 
2006. acredita que la enfermedad profesional sufrida por el demandante se ha 

tado de un menoscabo del 65 %, conforme se aprecia del certificado de 
s idad de fecha 6 de setiembre de 2002 (f. 133) que motivó el otorgamiento 
su pensión de invalidez conforme a la Ley 26790, a un menoscabo del 67 % en 

su salud, ello acarrea al recurrente una incapacidad permanente total. 

Por lo expuesto, el Tribunal concluye que la demandada debe reajustar la pensión 
de invalidez (renta vitalicia) percibida por el demandante conforme a lo dispuesto 
en el artículo 18.2.2 del Decreto Supremo 003-98-SA, debiendo por ello percibir 
el 70 % de la remuneración mensual determinada por la ONP en la hoja de 
liquidación obrante a fojas 40, y a partir de la fecha del certificado médico que 
acreditó el incremento de su incapacidad, vale decir, del 1 O de octubre de 2006. 

1 O. De otro lado, de acuerdo al precedente emitido en el Expediente 05430-2006- 
PA/TC, corresponde estimar el pago de los devengados, más los intereses legales 
según lo dispuesto en el artículo 1246 del Código Civil, puntualizando que el pago 
de los intereses legales debe efectuarse conforme a la tasa establecida en el 
artículo 1246 del Código Civil, y conforme a lo dispuesto en el considerando 20 
del auto emitido en el Expediente 02214-2014-PA/TC que constituye doctrina 
j urisprudencial. 

11. En la medida que se ha acreditado que la emplazada ha vulnerado el derecho 
constitucional a la pensión corresponde, de conformidad con el artículo 56 del 
Código Procesal Constitucional, ordenar que dicha entidad asuma los costos 
procesales, los cuales deberán ser liquidados en la etapa de ejecución de la 
presente sentencia. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le 
confiere la Constitución Política del Perú, 
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HA RESUELTO 

1. Declarar FUNDADA la demanda, en consecuencia, NULA la Resolución 943- 
2013-0NP/DPR.S/DL 18846, de fecha 26 de abril de 2013. 

2. Ordenar que la ONP cumpla con reajustar la pensión de invalidez vitalicia que le 
corresponde al recurrente con arreglo a la Ley 26790 y a sus normas 
complementarias y conexas, desde el 1 O de octubre de 2006, conforme a los 
fundamentos 1 O y 11 supra, con abono s pensiones devengadas, intereses 

legales y costos procesales. @- -~ J ""'- /" e 
Publíquese y notifíquese. / / 

1 PONENTE MIRANDA CANALES 1 

SS. 

MIRANDA CANALES 
ESPINOSA-SALDAÑA BARRE 
FERRERO COSTA 
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA 

No concuerdo con los argumentos ni el fallo de la sentencia en mayoría por lo siguiente: 

La parte demandante solicita que se incremente su pensión de invalidez por enfermedad 
profesional, conforme a la Ley 26790, como consecuencia del incremento del grado de 
menoscabo que esta le genera. 

Con relación a este tipo de pretensiones, es necesario verificar que el incremento de la 
enfermedad profesional alegada se encuentre debidamente acreditado. 

Sobre el particular, debe recordarse que el precedente Hemández Hemández 
(Expediente 02513-2007-P A/TC) ratificó el criterio desarrollado en el Expediente 
10063-2006-P A/TC sobre la entidad competente para la acreditación de la enfermedad 
profesional: una comisión médica evaluadora de incapacidades del Ministerio de Salud, 
de EsSalud o de una EPS. Este criterio es igualmente aplicable a los casos de 
incremento de invalidez. 

Sin embargo, en un reciente precedente aprobado por la mayoría de mis colegas 
magistrados (Expediente 00799-2014-PA/TC, precedente Flores Callo), se ha 
establecido una serie de reglas referidas a los informes médicos que presentan las partes 
en un proceso de amparo de esta naturaleza, a fin de determinar el estado de salud del 
demandante, respecto de las cuales discrepo profundamente. 

En el voto singular que entonces suscribí, señalé que hace más de cinco años se ha 
venido desactivando las comisiones médicas de enfermedades profesionales de EsSalud 
en nuestro país en atención a la disolución del convenio suscrito con la ONP, 
habiéndose reconformado únicamente en el Hospital Almenara de Lima (Resolución de 
Gerencia 795-G-HNGAI-ESSALUD-2017), según la información proporcionada por 
dicha entidad, encontrándose autorizados también los Hospitales Rebagliati, de Lima, y 
Seguín Escobedo, de Arequipa. Este último, según información proporcionada de 
manera posterior a la elaboración del mencionado voto singular también ha conformado 
una comisión médica del Decreto Ley 18846 (Resolución de Gerencia de Red 589- 
GRAAR-ESSALUD-2018). 

Con relación a los hospitales del Ministerio de Salud, no existen comisiones médicas 
conformadas para el diagnóstico de enfermedades profesionales. Solo se encuentra 
facultado el Instituto Nacional de Rehabilitación para la emisión de los certificados 
respectivos a través del Comité Calificador de Grado de Invalidez. 

En tal sentido, no me generan convicción los certificados médicos emitidos por 
instituciones de salud públicas distintas a las antes mencionadas, pues no cuentan con 
comisiones médicas debidamente conformadas, lo cual no resulta ser una mera 
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formalidad, pues conlleva la implementación de los equipos médicos necesarios para la 
determinación de la enfermedad ( exámenes de ayuda al diagnóstico), así como la 
asignación de profesionales de salud especializados en las patologías más recurrentes 
(neumoconiosis e hipoacusia) y en medicina ocupacional, para efectos de la 
identificación de los orígenes laborales de las enfermedades diagnosticadas. 

La convalidación de un certificado emitido deficientemente genera, además, un 
incentivo perverso para el "diagnóstico" ligero de enfermedades profesionales y el 
otorgamiento de pensiones de invalidez sin la certeza sobre el real estado de salud del 
demandante. 

Por tanto, considero que la demanda debe declararse IMPROCEDENTE, en aplicación 
del artículo 5, inciso 2, del Código Procesal Constitucional, pues se trata de un asunto 
que debe dilucidarse en otro proceso que cuente con etapa probatoria. 

Sin perjuicio de ello, y en la medida que existan casos particulares que requieran una 
tutela urgente -como podrían ser aquellos supuestos de personas de avanzada edad-, 
estimo que el magistrado ponente puede ordenar la realización de un examen médico en 
las instituciones autorizadas para tal fin. 

s. 
SARDÓN DE TABOADA 


